
  
 
 

   
  
                                                                                                                                

LA QUINCUAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA DEL ESTADO DE 
QUERÉTARO, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE CONFIEREN 
LOS ARTÍCULOS 17, FRACCIÓN II, 39 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL 
ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE QUERÉTARO Y 81 DE LA LEY ORGÁNICA 
DEL PODER LEGISLATIVO DEL ESTADO DE QUERÉTARO, Y 
 

CONSIDERANDO 
 
 
1. Que en los últimos 30 años, el sistema de partidos y el sistema electoral 
mexicanos se modificaron drásticamente, se transformó del Sistema de Partido 
Hegemónico a uno plural, de elecciones sin participación, a elecciones cada vez 
más competidas, transitando de un mundo de representación monocolor a uno 
múltiple, lo que ha implicado importantes transformaciones del régimen de gobierno. 
 
 
2. Que la democracia es un régimen de gobierno que se sustenta en el principio 
de la participación efectiva de la ciudadanía, a través de sus representantes, para 
determinar las reglas y el rumbo que debe tomar el País respecto a los órdenes de 
gobierno y no puede entenderse sin normas que promuevan y regulen el respeto a 
los derechos fundamentales de todos los sectores de la población, como son los 
pueblos indígenas. 
 
 
3. Que los pueblos indígenas, son aquéllos que descienden de poblaciones que 
habitaban en el territorio actual del País al iniciarse la colonización y que conservan 
sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de 
ellas. 
 
Los pueblos originarios tienen una serie de aspectos que conforman su identidad, 
como el lenguaje, usos, costumbres y tradiciones, por lo que generan necesidades 
y derechos diferenciados del resto de la población, ya que poseen instituciones 
propias de organización, lo que, en ocasiones, es motivo de marginación. 
 
Con la reforma constitucional efectuada en el año 2011 en materia de Derechos 
Humanos, se obligó a las autoridades a considerar tanto las normas, como los 
criterios jurisdiccionales y los instrumentos internacionales ratificados por el Estado 
Mexicano, bajo el principio pro persona.  
 
Bajo esa tesitura, el reconocimiento de los derechos de las personas y pueblos 
indígenas debe permear en los congresos locales de las entidades federativas de 



  
 
 

   
  
                                                                                                                                

la República, con el propósito de erradicar la discriminación y prejuicios de las que 
son objeto por la sociedad y por quienes desempeñan funciones en la 
administración pública, procuración e impartición de justicia. 
 
 
4. Que por esta razón, el Estado Mexicano ha revisado sus propios ordenamientos 
para reconocer y tutelar los derechos de estos grupos poblacionales y en 
consecuencia, ha reformado el texto constitucional, ratificado tratados 
internacionales de Derechos Humanos, así como creado y adaptado instituciones 
que respeten y protejan a los derechos fundamentales de las comunidades 
indígenas dentro del contexto nacional. 
 
 
5. Que según el Manual sobre los derechos político electorales de los pueblos y 
las comunidades indígenas del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación actualmente en nuestro País se encuentran sesenta y dos pueblos 
indígenas que conforman un aproximado de veintiséis millones de personas, de los 
cuales, el 6.5 por ciento habla alguna lengua indígena perteneciente a una de las 
once familias lingüísticas, de las cuales derivan sesenta y ocho agrupaciones y 
trescientas sesenta y cuatro variantes. 
 
 
6. Que entre los distintos derechos reconocidos se encuentran los político 
electorales, que permiten a los pueblos indígenas elegir a sus representantes a 
través de sus propias reglas o costumbres. 
 
 
7. Que el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación ha señalado como 
tema prioritario, conforme a la reforma constitucional del año 2011, el estudio, 
análisis, interpretación, fallos y criterios que coadyuven con la convencionalidad y 
protección de los Derechos Humanos político electorales de los pueblos indígenas. 
 
 
8. Que el hecho de poder manifestarse de manera diferente para elegir a sus 
representantes, respecto al común de la población, ha propiciado que se les dé un 
trato específico por parte del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
(TEPJF), para garantizar la impartición de justicia en los casos en que se han 
interpuesto impugnaciones en contra de la violación de sus derechos político 
electorales. 
 
 



  
 
 

   
  
                                                                                                                                

9. Que desde antes de la reforma constitucional de junio de 2011, el Tribunal ha 
procurado proteger los derechos político electorales y en especial a los indígenas, 
desde que en 1999 permitió en la sentencia SUP-JDC37/1999, “Tlacolulita”, el 
acceso efectivo a la tutela judicial de los ciudadanos indígenas. 
 
 
10. Que según la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su 
artículo 35, se establece que los derechos políticos que tienen todos los ciudadanos 
mexicanos son votar, ser votado, asociarse, y afiliarse. Además de los derechos 
fundamentales vinculados con estos, como la libertad de expresión, el derecho de 
petición, el derecho de información, la libertad de prensa y el derecho de reunión. 
 
 
11. Que el artículo segundo, de nuestra Ley Suprema, establece que a los pueblos 
indígenas se les debe respetar su derecho a elegir a sus propios representantes de 
acuerdo a sus usos y costumbres, como una forma alternativa al sistema de 
partidos, para ejercer sus derechos político electorales. 
 
Adicional a lo anterior, la reforma constitucional publicada en fecha 06 de junio de 
2019, en el Diario Oficial de la Federación, reconoce y garantiza el derecho de los 
pueblos y las comunidades indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, 
a la autonomía para elegir, en los municipios con población indígena, 
representantes ante los ayuntamientos, observando el principio de paridad de 
género conforme a las normas aplicables. 
 
 
12. Que así, de acuerdo a sus propias tradiciones, se determina un derecho político 
electoral indígena, relacionado con la autonomía de los pueblos a nombrar a sus 
propias autoridades, a ser votados, a elegir su propio sistema de gobierno, así como 
a ejercer algún cargo dentro de sus instituciones políticas. 
 
 
13. Que este derecho político electoral indígena, está relacionado con el 
reconocimiento a los sistemas de gobierno, ya que implica que éstos pueden elegir 
a sus autoridades y ejercer sus formas de gobierno. Asimismo, que en ejercicio de 
sus derechos políticos, por formar parte del Estado mexicano, pueden participar y 
ser representantes en las elecciones a cargos populares con base a la legislación 
electoral vigente. 
 
 



  
 
 

   
  
                                                                                                                                

14. Que el Pleno del Tribunal Electoral del Estado de Querétaro, se ha pronunciado 
con relación a la falta de disposiciones normativas en materia de los Derechos 
Humanos políticos electorales de los pueblos y comunidades indígenas en la 
Entidad, determinando la falta de la correcta armonización normativa de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Querétaro y de la Ley Electoral 
del Estado de Querétaro, con relación a la fracción II del artículo segundo de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo anterior de acuerdo a la 
resolución del Juicio Local de los Derechos Político Electorales TEEQ-JLD-1/2019 
y que concuerda con la voluntad política de quienes integran este Poder Legislativo. 
 
Tema que se visualiza en la falta de equidad e igualdad de oportunidades para 
participar en la vida político electoral en el Estado y, con ello, ocupar cargos 
públicos, generando la ausencia de la protección de los Derechos Humanos que se 
consagran en nuestro ordenamiento máximo. 
 
 
15. Que la Constitución Federal recoge en su artículo 4o. el derecho a la igualdad 
ante la ley y el principio de no discriminación por razón de nacimiento, raza, sexo, 
religión u opinión o cualquier otra condición, de igual forma, el texto constitucional 
establece el deber de los poderes públicos de asegurar la protección social, 
económica y jurídica de la familia, así como atribuye a los poderes públicos el deber 
de promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los 
grupos en que se integra sean reales y efectivas, removiendo los obstáculos que 
impidan o dificulten su plenitud, facilitando la participación de todos los ciudadanos 
en la vida política, económica, cultural y social. 
 
 
16. Que de igual forma, reconoce el principio de igualdad para el ejercicio de los 
derechos político electorales contenidos en su artículo 35. Además, establece como 
principios rectores del ejercicio de la función electoral la certeza, legalidad, 
independencia, imparcialidad, máxima publicidad y objetividad. Por tratarse de 
Derechos Humanos, a estos principios se suman el pro persona, el de no 
discriminación, el de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.  
 
 
17. Que por otro lado, la dinámica de la migración impone desafíos importantes a 
la promoción y defensa de los Derechos Humanos, entre ellos, los políticos como el 
derecho a votar en la distancia. 
 
México, uno de los países con la diáspora más numerosa y con demandas de larga 
data de la comunidad en el exterior, logró en el año 2005 el reconocimiento legal 



  
 
 

   
  
                                                                                                                                

del derecho al sufragio de la ciudadanía radicada en el extranjero. A partir de ese 
año, se celebraron a nivel federal dos ejercicios de votación (2006 y 2012) con la 
participación de connacionales sin importar su lugar de residencia. 
 
Con la última reforma electoral en 2014, el entonces Instituto Federal Electoral (IFE) 
encargado de organizar las elecciones mexicanas a nivel federal, se convirtió en 
una autoridad de carácter nacional, para dar lugar al Instituto Nacional Electoral 
(INE). 
 
 
18. Que la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales en su artículo 
329 establece que “Los ciudadanos que residan en el extranjero podrán ejercer su 
derecho al voto para la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos y 
senadores, así como de Gobernadores de las entidades federativas y del Jefe de 
Gobierno del Distrito Federal, siempre que así lo determinen las Constituciones de 
los Estados o el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal”. 
 
 
19. Que así mismo, la Ley Electoral del Estado de Querétaro, dispone el referido 
derecho sin especificar para que cargos es aplicable, aunado a que refiere que su 
ejercicio se sujetará a lo establecido en la Constitución Estatal y la normatividad 
aplicable, de ahí la necesidad de que tal disposición este prevista en la Constitución 
Estatal. 
 
 
20. Que sirve de apoyo lo dispuesto en la tesis III/2018 del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación de la que se advierte que la regulación del voto de 
la ciudadanía residente en el extranjero es competencia de la Legislatura de cada 
entidad federativa en atención a las circunstancias particulares de cada Estado. 
 
 
21. Que reconocer el carácter pluricultural de nuestra Nación y los derechos de los 
pueblos y comunidades indígenas ha sido insuficiente para que la democracia 
mexicana pueda considerarse plenamente incluyente. El mejor ejemplo de ello es 
que, aunque ha transcurrido más de un cuarto de siglo desde que iniciamos la 
transición a la democracia no hemos tenido una representación indígena estable y 
sistemática en los órganos del Estado, por lo que esta Quincuagésima Novena 
Legislatura del Estado de Querétaro, está en favor de identificar y atender los vacíos 
y las lagunas legales, así como atender o corregir las insuficiencias o deficiencias 
de las disposiciones normativas electorales, para evitar potenciales conflictos en la 
materia ante renovadas exigencias de mayor democratización por parte de una 



  
 
 

   
  
                                                                                                                                

sociedad cada vez más participativa e informada y generar las mejores condiciones 
para que las personas indígenas ejerzan sus derechos político electorales, además 
que el voto de los ciudadanos residentes en el extranjero sea para la elección de 
Gubernatura del Estado. 
 
Por lo expuesto, la Quincuagésima Novena Legislatura del Estado de Querétaro, 
expide la siguiente: 
 
 
LEY QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 
QUERÉTARO. 
 
 
Artículo Primero. Se reforman el segundo y tercer párrafo del artículo 7, y se 
adicionan un nuevo séptimo párrafo al artículo 3, recorriéndose en su orden el 
subsecuente y un nuevo cuarto párrafo al artículo 7, recorriéndose los 
subsecuentes, todos de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Querétaro, para quedar como siguen: 
 

ARTÍCULO 3. Las autoridades estatales… 
 
El Estado adoptará… 
 
En todas las… 
 
Toda persona tiene… 
 
Se reconoce el… 
 
En el Estado… 
 
El Estado garantizará y promoverá los derechos político electorales de los 

pueblos y comunidades indígenas en el Estado, prevaleciendo en todo momento 
sus prácticas, usos y costumbres en materia electoral, sin que estos vayan en 
detrimento de los principios rectores de la igualdad y de los derechos 
fundamentales. La Ley Electoral del Estado de Querétaro, regulará lo relativo al 
tema. 

 
En el Estado… 
 



  
 
 

   
  
                                                                                                                                

ARTÍCULO 7. La soberanía del… 
 
Los partidos políticos son entidades de interés público, cuyo fin es promover 

la participación ciudadana en la vida democrática del Estado. Están obligados a 
establecer las reglas político electorales para garantizar la paridad de género en 
candidaturas a diputados y fórmulas de Ayuntamientos, así como garantizar la 
integración de los pueblos y comunidades indígenas en donde tengan presencia 
poblacionalmente mayoritaria, como en la Legislatura del Estado de Querétaro, en 
los términos que establezca la Ley. Los partidos políticos podrán formar coaliciones 
electorales y postular candidatos en común con otros partidos, pero en ninguno de 
estos casos podrá producirse entre ellos transferencia de votos. El cómputo de 
votos que los partidos coaligados obtengan en cada proceso electoral, se sujetará 
exclusivamente a las reglas que al efecto establezcan las leyes generales en 
materia electoral expedidas por el Congreso de la Unión. 

 
La ciudadanía podrá ejercer sus derechos políticos electorales a través de los 

partidos políticos o por sí misma y mediante los procesos electorales, en 
condiciones de igualdad. 

 
El voto de la ciudadanía residente en el extranjero será para la elección de la 

gubernatura del Estado y se sujetará a lo previsto en la normatividad aplicable. 
 
El derecho de… 
 
La Ley regulará… 
 
 

TRANSITORIOS 
 

Artículo Primero. La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación, en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Querétaro “La 
Sombra de Arteaga”. 
 
Artículo Segundo. Lo dispuesto en el artículo 7, párrafo cuarto, relativo al voto de 
los ciudadanos residentes en el extranjero para la elección de Gobernador del 
Estado, entrará en vigor a partir del año 2021. 
 
Artículo Tercero. Se derogan todas las disposiciones de igual o menor jerarquía 
que se opongan a la presente Ley. 
 



  
 
 

   
  
                                                                                                                                

LO TENDRÁ ENTENDIDO EL CIUDADANO GOBERNADOR CONSTITUCIONAL 
DEL ESTADO DE QUERÉTARO Y MANDARÁ SE IMPRIMA Y PUBLIQUE. 
 
DADO EN EL SALÓN DE SESIONES “CONSTITUYENTES 1916-1917” RECINTO 
OFICIAL DEL PODER LEGISLATIVO DEL ESTADO DE QUERÉTARO, A LOS 
CATORCE DÍAS DEL MES DE MAYO DEL AÑO DOS MIL VEINTE. 
 
DADA LA DECLARATORIA DE APROBACIÓN EN EL RECINTO OFICIAL DEL 
PODER LEGISLATIVO, CON LOS VOTOS A FAVOR, DE LOS AYUNTAMIENTOS 
DE AMEALCO DE BONFIL, ARROYO SECO, CADEREYTA DE MONTES, 
COLÓN, CORREGIDORA, EL MARQUÉS, HUIMILPAN, LANDA DE 
MATAMOROS, PEDRO ESCOBEDO, PEÑAMILLER, PINAL DE AMOLES, 
QUERÉTARO, SAN JUAN DEL RÍO, TEQUISQUIAPAN Y TOLIMÁN, EL DÍA 
VEINTIDÓS DEL MES DE MAYO DEL AÑO DOS MIL VEINTE. 
 
CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 39, SEGUNDO PÁRRAFO DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 
QUERÉTARO, SE ENTENDERÁ QUE LA REFORMA HA SIDO APROBADA, POR 
LOS AYUNTAMIENTOS QUE NO SE MANIFESTARON AL RESPECTO. 
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QUINCUAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA  
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DIP. MA. CONCEPCIÓN HERRERA MARTÍNEZ 
PRESIDENTA 
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(HOJA DE FIRMAS DE LA LEY QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS 
DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y 
SOBERANO DE QUERÉTARO) 


